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PENSIONES / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / BENEFICIARIOS / CONYUGE SEPARADA / MALTRATO FÍSICO O PSICOLÓGICO

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES – Beneficiarios.

… la Ley 797 de 2003, que en su artículo 13, modificatorio del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, establece que son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: “a) en forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (…)”.
MALTRATO FÍSICO O PSICOLÓGICO – Se flexibiliza la interpretación del requisito de convivencia en razón a la omisión legislativa.

Por otra parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL2010-2019 -05 de junio de 2019- ha consolidado una línea jurisprudencial clara en la que determinó que la ausencia de convivencia se justifica jurídicamente como un ejercicio legítimo de conservación y protección cuando quien pretende la pensión de sobrevivientes se separó de cuerpos de su cónyuge y, por tanto, no convivía con él, debido a los malos tratos y la violencia a la que fue sometida

… Más recientemente, en sentencia SL1130-2022, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que la valoración de los motivos que llevan a la separación debía tenerse en cuenta no solo en los casos en que el matrimonio continuó vigente, sino aquellos en los que el divorcio se debió precisamente a la violencia de género al que fue sometida la reclamante e, incluso ante compañeros permanentes al estimar que “el presupuesto de convivencia exigido legalmente no se puede desechar por la ausencia de cohabitación física del cónyuge o de los compañeros permanentes cuando el presunto(a) beneficiario(a) ha sido sometido a maltrato físico, psicológico y a cualquier tipo de violencia, pues (…) sería un absoluto contrasentido y violatorio de todo rozamiento lógico y humano, exigirle a quien es sujeto de vejámenes contra su integridad física y moral, someterse a una continua tortura, con el único objeto de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional, pues ello resulta una intelección aislada, exegética e inversa a los principios constitucionales y legales que gobiernan la garantía fundamental de la seguridad social”
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Pereira, Risaralda, primero (01) de abril de dos mil veinticinco (2025)
Acta No. 47A del 27 de marzo de 2025
La Sala de Decisión Laboral No.4 Presidida por el Magistrado JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ del Tribunal Superior de Pereira, integrada por la Magistrada ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, quien en esta oportunidad actuará como Ponente, y el Magistrado GERMÁN DARIO GOEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso Ordinario Laboral instaurado por SONIA PINEDA GÓMEZ en contra de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., en el que también se encuentra vinculada la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA en calidad de tercera ad excludendum.
CUESTIÓN PREVIA

El proyecto inicial presentado por el Magistrado Julio César Salazar Muñoz no fue avalado en su totalidad por el resto de la Sala y por esa razón la Magistrada que le sigue en turno, Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón, presenta frente a los puntos de disenso la ponencia de las mayorías, advirtiendo que, por economía procesal, dentro del proyecto  se acogieron varios acápites redactados en la ponencia original.  
AUTO

Después de haber proferido el Juzgado Primero Laboral del Circuito la sentencia que ponía fin al curso de la primera instancia, el fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A., estando dentro del término otorgado en la Ley, interpuso y sustentó adecuadamente el recurso de apelación en contra de esa decisión, el cual fue admitido por esta Corporación en auto de 28 de junio de 2024 -archivo 3 carpeta segunda instancia-.

Sin embargo, dicha entidad remitió memorial el pasado 16 de julio de 2024 -archivo 8 carpeta segunda instancia- en el que manifiesta textualmente que “desistimos del recurso de apelación interpuesto frente a la indexación de la condena, con base en el artículo 316 del Código General del Proceso, aplicable por analogía en materia laboral según el artículo 145 del Código Sustantivo del Trabajo y de la Seguridad Social (sic).”; solicitando a continuación que, luego de aceptarse el desistimiento, se le exonere de condena en costas procesales.

En ese sentido, el artículo 316 del CGP establece:

“Las partes podrán desistir de los recursos interpuestos y de los incidentes, las excepciones y los demás actos procesales que hayan promovido. No podrán desistir de las pruebas practicadas.

El desistimiento de un recurso deja en firme la providencia materia del mismo, respecto de quien lo hace. Cuando se haga por fuera de audiencia, el escrito se presentará ante el secretario del juez de conocimiento si el expediente o las copias para dicho recurso no se han remitido al superior, o ante el secretario de este en el caso contrario.

El auto que acepte un desistimiento condenará en costas a quien desistió, lo mismo que a perjuicios por el levantamiento de las medidas cautelares practicadas.

No obstante, el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes casos:

1. Cuando las partes así lo convengan.

2. Cuando se trate del desistimiento de un recurso ante el juez que lo haya concedido.

3. Cuando se desista de los efectos de la sentencia favorable ejecutoriada y no estén vigentes medidas cautelares.

4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y expensas.”

Así las cosas, conforme con lo dispuesto en la norma en cita, al tener la facultad para ello, se acepta la solicitud del desistimiento del recurso de apelación en contra de la sentencia de primer grado que realiza el fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A.; sin embargo, como en este caso no se presenta ninguna de las cuatro causales de exoneración de condena en costas, atendiendo estrictamente lo dispuesto en el artículo 316 del CGP, no es dable aceptar la solicitud que hiciere la entidad accionada en ese sentido y, en consecuencia, se le condena en costas procesales en un 100%, en favor de la interviniente ad excludendum.

PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta el grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor de la demandante SONIA PINEDA GÓMEZ en la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 26 de abril de 2024. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. 
LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Pretende la señora SONIA PINEDA GÓMEZ que la justicia laboral declare que es beneficiaria de la pensión de sobrevivientes generada con el deceso del afiliado OLVER CÁRDENAS CASTAÑO y con base en ello aspira que se condene al fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar la prestación económica desde el 6 de julio de 2020, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita, además de las costas procesales.

Refiere que: Contrajo matrimonio por el rito católico con el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO el 8 de agosto de 1987, procreando cuatro hijos que responden a los nombres de David, Jennifer, Claudia Lorena y Mauricio Cárdenas Pineda, todos ellos mayores de edad para el 6 de julio de 2020 cuando su progenitor falleció; luego de elevar la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, el fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A., por medio de comunicación de 19 de marzo de 2021, decidió negar su reconocimiento al existir controversia entre potenciales beneficiarias, ya que la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA también reclamó el mismo derecho.

La demanda fue admitida en auto de 4 de noviembre de 2021 -archivo 6 carpeta primera instancia-.

La ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. respondió la acción -archivo 12 carpeta primera instancia- manifestando que no se opone al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que reclama la demandante en la medida en que acredite la convivencia exigida en la Ley con el afiliado fallecido, pero acotando que en este caso no hay lugar a emitir condena por concepto de intereses moratorios, ya que al existir un conflicto entre posibles beneficiarias, esa administradora pensional se abstuvo de resolver el asunto, esperando que sea la jurisdicción ordinaria laboral quien zanje dicha situación. Formuló como excepciones de mérito las que denominó “Incertidumbre acerca del derecho reclamado y falta de competencia para dirimir el conflicto entre beneficiarias”, “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones”, “Innominada o genérica”.

La señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA contestó la demanda -archivo 15 carpeta primera instancia- oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones de la actora, manifestando que los efectos del matrimonio que celebraron la señora SONIA PINEDA GÓMEZ y el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO el 8 de agosto de 1987 cesaron el 25 de febrero de 2019, quedando disuelta y liquidada la sociedad conyugal que ellos habían conformado, como se ve en sentencia judicial emitida en esa fecha por el Juzgado Único de Familia de Dosquebradas radicado con el número corto 2017-00141. Propuso como excepciones de fondo las de “Inexistencia de la obligación”, “Mala fe”, “Prescripción”, “Innominada o genérica”.

Posteriormente, la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA formuló demanda de intervención excluyente -archivo 25 carpeta primera instancia- solicitando que se declare que es ella quien tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, en atención a que ellos, en calidad de compañeros permanentes convivieron durante más de los últimos cinco años anteriores al deceso del afiliado ocurrido el 6 de julio de 2020, razón por la que pide que se condene a PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar la prestación económica desde esa calenda, así como las costas procesales.

La ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A respondió la intervención excluyente -archivo 27 carpeta primera instancia- no se opuso a las pretensiones elevadas por la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA, correspondiéndole acreditar los requisitos previstos en la Ley para acceder al derecho que reclama. Planteó como excepciones las de “Incertidumbre acerca del derecho reclamado y falta de competencia para dirimir el conflicto entre beneficiarias”, “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones”, “Innominada o genérica”.

La demandante inicial, SONIA PINEDA GÓMEZ , respondió la intervención excluyente -archivo 28 carpeta primera instancia- manifestando que es cierta la cesación de efectos civiles de su matrimonio con el causante, así como la disolución y liquidación de la sociedad conyugal, pero que se encuentra adelantando el proceso con el objeto de que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, dados los maltratos y violencia intrafamiliar de la que fue objeto por parte del señor Olver Cárdenas Castaño durante el vínculo matrimonial que sostuvieron. Se opuso a las pretensiones de la señora Marín Ospina. No propuso excepciones de mérito.

2.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

En sentencia de 26 de abril de 2024, la funcionaria de primera instancia determinó que el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, fallecido el 6 de julio de 2020, dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, ya que dentro de los tres años anteriores a su deceso tenía cotizadas un total de 51.71 semanas al sistema general de pensiones, cumpliendo de esa manera con el requisito exigido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

En torno al derecho pensional reclamado por la señora SONIA PINEDA GÓMEZ, determinó que en el proceso se encontraba demostrado que ella y el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO contrajeron matrimonio por el rito católico el 8 de agosto de 1987, pero sus efectos cesaron el 25 de febrero de 2019 por sentencia judicial emitida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas; agregando que, al interior del proceso la demandante no logró acreditar que la separación de hecho que dijo haber tenido con el causante en los años 90, según lo expuesto en el interrogatorio de parte, se haya presentado por maltratos y violencia intrafamiliar por parte del señor CÁRDENAS CASTAÑO; razones por las que concluyó que la demandante no se constituyó como beneficiaria del afiliado fallecido y, en consecuencia, negó la totalidad de sus pretensiones.

De otro lado, respecto al derecho que reclama la interviniente ad excludendum, luego de valorar las pruebas allegadas al plenario, concluyó que el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO y la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA tuvieron una convivencia continua e ininterrumpida en calidad de compañeros permanentes superior a los últimos cinco años de vida del causante, motivo por el que declaró que ella es beneficiaria de la pensión de sobrevivientes a partir del 7 de julio de 2020, en cuantía equivalente al 100% del SMLMV y por 13 mesadas anuales, procediendo a condenar al fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar el retroactivo pensional generado desde ese momento, el cual no se encuentra afectado por la prescripción, en la suma definida en el ordinal quinto de la sentencia, autorizándola a descontar el porcentaje correspondientes a los aportes al sistema general de salud.

A continuación, sostuvo que la tercera excluyente no solicitó el reconocimiento y pago de los intereses moratorios, a los que tampoco tendría derecho en la medida en que la AFP PROTECCIÓN S.A. no tenía elementos de juicio para zanjar la discusión entre beneficiarias y por tanto hizo bien en dejar en suspenso el reconocimiento de la prestación hasta que la jurisdicción ordinaria laboral definiera el asunto. No obstante, como el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda en Colombia, de manera oficiosa le ordenó a PROTECCIÓN S.A. indexar cada una de las mesadas pensionales que se han generado en favor de la señora MARÍN OSPINA al momento que proceda con el pago de esa obligación.

Finalmente condenó en costas procesales a la parte actora, en favor de la AFP PROTECCIÓN S.A. y la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA; absolviendo a continuación a la administradora pensional accionada de las costas procesales en favor de la interviniente ad excludendum, en atención a que no se opuso a la prosperidad de sus pretensiones.
3.
GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA 
El apoderado judicial de la AFP PROTECCIÓN S.A. interpuso recurso de apelación en contra de la condena por concepto de indexación, del cual desistió el 16 de julio de 2024, siendo aceptado en auto que antecede la presente sentencia.
De conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es procedente el grado jurisdiccional denominado consulta, cuando la sentencia de primera instancia fuere totalmente adversa a las pretensiones del trabajador/beneficiario y la misma no hubiere sido recurrida, como ocurrió en el presente asunto.
4.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

 

Analizados los alegatos presentados por la demandante, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con los problemas jurídicos que se expresan a continuación.  Los restantes sujetos procesales guardaron silencio y el Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto.
5.
PROBLEMAS JURÍDICOS 

Le corresponde a la Sala determinar si SONIA PINEDA GÓMEZ acredita los requisitos legales y jurisprudenciales para ser beneficiaria de la prestación de sobrevivencia, para lo cual, como primera medida, deberá establecerse si, en efecto, la actora fue víctima de malos tratos por parte del causante y, en caso positivo, si tal circunstancia influye en la valoración del cumplimiento de los requisitos necesarios para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes reclamada. Finalmente, en caso de acreditarse el derecho en favor de la actora, le corresponde a la Sala revisar si hay lugar a imponer condena por concepto retroactivo pensional, intereses moratorios y costas procesales.
6.
CONSIDERACIONES
6.1. Pensión de sobrevivientes para la cónyuge separada –requisitos cuando la presunta beneficiaria ha sido sometida a maltrato físico o psicológico.

Es bien sabido que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado o del afiliado al sistema de Seguridad Social; y, además, quien alegue la calidad de cónyuge o compañero o compañera permanente del causante deberá cumplir ciertas exigencias de índole subjetivo y temporal para acceder a la pensión de sobrevivencia, lo cual, como ha señalado este Tribunal “constituye una garantía de legitimidad y justicia en el otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del grupo familiar, potencialmente beneficiarios de la misma prestación”.
Para el presente caso, dada la fecha del fallecimiento del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑ (6 de julio de 2020), la normatividad con arreglo a la cual se debe resolver la presente controversia no es otra que la Ley 797 de 2003, que en su artículo 13, modificatorio del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, establece que son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: “a) en forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (…)”.

Conforme a la norma en cita, tanto a la compañera permanente como a la cónyuge supérstite les corresponde demostrar la convivencia efectiva por no menos de 5 años anteriores al fallecimiento del afiliado o pensionado. No obstante, ha adoctrinado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 29 de noviembre de 2011, radicado 40055, que en el evento en que, luego de la separación de hecho de un cónyuge con vínculo matrimonial vigente, el causante establezca una nueva relación de convivencia y concurra un compañero o compañera permanente, la convivencia de los cinco (5) años de que habla la norma para él o la cónyuge potencialmente beneficiario (a) de una cuota parte, puede ser cumplida en “cualquier tiempo”. 

Cabe agregar que en sentencia más reciente, propiamente la SL 5169 del 27 de noviembre de 2019, que rememora las sentencia CSJ SL 41637, 24 en. 2012, CSJ SL7299-2015, CSJ SL6519-2017, CSJ SL16419-2017, CSJ SL1399-2018, CSJ SL5046-2018, CSJ SL2010-2019, CSJ SL2232-2019 y CSJ SL4047-2019, la Corte Suprema de Justicia concluyó que el alcance que se le da a la norma contenida en el art. 47 de la ley 100 de 1993 tiene como finalidad proteger a quien desde el matrimonio aportó a la construcción del beneficio pensional del causante, en virtud de la solidaridad que rige el derecho a la seguridad social, por lo que es desafortunado y contrario a los principios de igualdad y de equidad de género entender que el derecho no ampare a quien concluyó su relación de tal forma que no mantenga los lazos de afecto, pues la norma no prevé como requisito dicho lazo afectivo. Es decir que, para la más reciente interpretación de la Corte Suprema de Justicia, al cónyuge supérstite le basta demostrar que convivió con el causante 5 años en cualquier tiempo, sin distinción entre quienes continuaron conservando los lazos de afecto y los que no. Esta postura ha sido igualmente compartida por la Corte Constitucional en la sentencia C-515 del 30 de octubre de 2019.


Por otra parte, la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia ha tenido oportunidad de pronunciarse para aclarar que la hipótesis de la norma aplica para el cónyuge separado de hecho con sociedad conyugal y con cinco (5) años de convivencia con el causante en cualquier tiempo, sin importar si al momento del fallecimiento no existía compañera o compañero permanente.

Dicho todo lo anterior, cabe recordar que el artículo 42 de la Carta Política establece que una familia, como la que se conforma entre compañeros permanentes, surge de la decisión libre, espontánea y reciproca de dos personas dispuestas a unir sus vidas a efectos de brindarse auxilio económico y asistencia mutua, y bien sabido es que la convivencia constituye un elemento fundamental para la configuración del derecho a la pensión de sobrevivientes, y este elemento ha sido definido como el vínculo afectivo entre dos personas mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común.
Conforme a la anterior definición, ha de recalcarse que la cohabitación bajo el mismo techo no es el único rasgo distintivo de una relación de convivencia e incluso su ausencia o interrupción se puede excusar bajo razones de fuerza mayor o caso fortuito, como salud, trabajo, situaciones legales o económicas, discusiones o desacuerdos temporales, entre otros. Dichas razones deben aparecer acreditadas en los procesos donde se persigue el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, pues el juzgador deberá examinar y ponderar en cada caso concreto la razonabilidad de la justificación que explica la falta de cohabitación y además verificar si la consunción de ese elemento característico atenuó las demás expresiones de la vida en común, esto es, el acompañamiento espiritual permanente, un proyecto familiar en común, apoyo económico, vida de pareja, etc. (Ver entre otras, sentencia CSJ SL, 10 May. 2007, rad. 30141, CSJ SL, 14 jun. 2011, rad. 31.605 y CSJ SL803 de 2022).

Por otra parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL2010-2019 -05 de junio de 2019- ha consolidado una línea jurisprudencial clara en la que determinó que la ausencia de convivencia se justifica jurídicamente como un ejercicio legítimo de conservación y protección cuando quien pretende la pensión de sobrevivientes se separó de cuerpos de su cónyuge y, por tanto, no convivía con él, debido a los malos tratos y la violencia a la que fue sometida. Así lo explicó en aquella primera oportunidad:
“Bajo esa línea de principio, la Corte estima que el presupuesto de la convivencia exigido legalmente no se puede descartar por la pura y simple separación de cuerpos de los cónyuges, específicamente en contextos en los que el presunto beneficiario ha sido sometido a maltrato físico o psicológico, que lo lleva forzosamente a la separación, como en el caso de la demandante. En escenarios de este tipo, no se puede culpar al consorte víctima de renunciar a la cohabitación y castigarlo con la pérdida del derecho a la pensión de sobrevivientes, pues, además de que la separación es un ejercicio legítimo de conservación y protección al derecho fundamental a la vida y la integridad personal, el legislador no lo puede obligar a lo imposible o establecerle cargas irrazonables, como lo reclamó la demandante en el texto de la demanda. 

Aunado a lo anterior, lo cierto es que nuestro ordenamiento jurídico establece una gama de reglas y principios encaminados a prevenir, remediar y castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar, además de proteger de manera integral y efectiva a las personas violentadas. Igualmente, teniendo en cuenta que, tradicionalmente, la víctima de dichas formas de violencia ha sido la mujer, envuelta en un contexto de «…relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo…» (CC T-338 de 2018), nuestro ordenamiento jurídico se ha preocupado especialmente de prevenir y castigar cualquier forma de violencia en su contra, a través de normas como el artículo 43 de la Constitución Política, la Ley 294 de 1996, la Ley 1257 de 2008 y, entre otros, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém do Pará). 

 Siendo ello así, no sería posible entender, bajo ninguna circunstancia, que una víctima de maltrato pierde el derecho a la pensión de sobrevivientes de su cónyuge, por el solo hecho de renunciar a la cohabitación y buscar legítimamente la protección de su vida y su integridad personal. Pensar diferente sería, ni más ni menos, una forma de revictimización contraria a los valores más esenciales de nuestro ordenamiento jurídico, al derecho a la igualdad y no discriminación y al artículo 12 de nuestra Constitución Política, de conformidad con el cual nadie puede ser sometido a «…tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes…» Igualmente, implicaría reproducir patrones y contextos de violencia contra la mujer, negarle el derecho a oponerse al maltrato y condenar a otras mujeres a soportarlo, con tal de no perder beneficios jurídicos como el de la pensión de sobrevivientes. 

Conforme a todo lo expuesto, en este caso la Corte debe tener por cumplido el requisito de la convivencia exigido legalmente, pues, además de que la demandante convivió con el causante desde la fecha del matrimonio – 3 de junio de 1993 -, aproximadamente hasta el mes de marzo de 1997 (fol. 76), la falta de cohabitación desde ese momento y hasta la muerte del pensionado – 7 de septiembre de 2004 - se originó en los malos tratamientos que este le dispensaba a su esposa.  

Como consecuencia de lo dicho, para la Corte el juzgador de primer grado acertó al concebir que la demandante tenía la condición de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, a pesar de que no convivía con el causante en el momento de la muerte”. 

Siguiendo este mismo pensamiento, en la providencia SL1727-2020 enfatizó la Corte que como el legislador no ha abordado, para el reconocimiento de prestaciones económicas derivadas de la seguridad social, el supuesto de las mujeres víctimas de violencia de género, la jurisprudencia no puede ser ajena a esta realidad y, por ello, precisó los fundamentos tenidos en cuenta en la sentencia SL2010-2019 para otorgar el beneficio pensional, con el fin de que sean considerados cuando se presenten casos similares: 

“(i) que la accionante interrumpió la convivencia con su cónyuge debido a los actos de violencia a los que éste la sometía; (ii) que el requisito de convivencia para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente no es exigible cuando se pruebe, siquiera sumariamente, que la separación fue culpa exclusiva del cónyuge causante; (iii) que de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, los 5 años de convivencia exigidos para la sustitución pensional podían darse en cualquier tiempo, mientras se mantuviera el vínculo del matrimonio; (iv) que el requisito de convivencia no se podía considerar incumplido solamente por la separación de cuerpos, cuando la beneficiaria fue sometida a maltrato físico y psicológico; y (v) que existen reglas y principios en el ordenamiento jurídico colombiano que obligan al Estado a prevenir, remediar y castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar”.

Más recientemente, en sentencia SL1130-2022, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que la valoración de los motivos que llevan a la separación debía tenerse en cuenta no solo en los casos en que el matrimonio continuó vigente, sino aquellos en los que el divorcio se debió precisamente a la violencia de género al que fue sometida la reclamante e, incluso ante compañeros permanentes al estimar que “el presupuesto de convivencia exigido legalmente no se puede desechar por la ausencia de cohabitación física del cónyuge o de los compañeros permanentes cuando el presunto(a) beneficiario(a) ha sido sometido a maltrato físico, psicológico y a cualquier tipo de violencia, pues (…) sería un absoluto contrasentido y violatorio de todo rozamiento lógico y humano, exigirle a quien es sujeto de vejámenes contra su integridad física y moral, someterse a una continua tortura, con el único objeto de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional, pues ello resulta una intelección aislada, exegética e inversa a los principios constitucionales y legales que gobiernan la garantía fundamental de la seguridad social”.
Por todo lo anterior, en la sentencia SL2308-2023 el Alto Tribunal concluyó que, al momento de evaluar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de sobrevivencia, debe tenerse en cuenta que la conformación de una familia corresponde a un desarrollo evolutivo, complejo y dinámico y, por ello, la jurisprudencia debe adaptarse a las realidades sociales cambiantes como «un criterio de convivencia con identidad propia», en el que se debe considerar lo siguiente: 
“1) Hechos que actualizan ese concepto, como por ejemplo, las «circunstancias especiales de salud, trabajo, fuerza mayor o similares», entre los miembros de la pareja, que les impiden llevar una vida en común tradicional, pero, que no conllevan el desconocimiento del ánimo y la voluntad responsable de perseverar en el sostenimiento de la familia (CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 31921; CSJ SL, 30 ag. 2011, rad. 37006 y CSJ SL3813-2020).

2) Elementos axiológicos del Bloque de Constitucionalidad, como la igualdad, la solidaridad, la dignidad humana, la prohibición de discriminación por razones de género o la proscripción de la violencia en contra de la mujer (Artículos 1°, 13, 93 y 95 de la CP;  7° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; Convención contra la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer), que permiten: 
2.1) Concebir de forma amplia a la familia, incluyendo las parejas del mismo sexo, cuando conforman la unión como una manifestación libre y con vocación de estabilidad y permanencia (CC C577-2011; CSJ SC17162-2015 y CSJ SL5524-2016). 
2.2) Aplicar la norma contextualmente, es decir, con enfoques diferenciadores, reconociendo que en las relaciones de pareja también pueden presentarse situaciones «“[...] de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo», motivo por el cual, cuando el requisito de la convivencia no se verifica  por la existencia de violencia o maltrato en contra de la mujer, ello no le ha impedido a esta el acceso a la pensión, debido a que no es posible obligarle a permanecer al lado de quien desató esos hechos, por la simple razón de ostentar la condición de esposa (CC T388-2018 y CSJ SL2010-2019).
Por tanto, en la definición del beneficiario de la pensión de sobrevivientes, el juez tiene la obligación de consultar la realidad (es decir, los hechos), en la que se desarrolló la convivencia y si en ese ejercicio, avizora que existen situaciones de discriminación o asimetrías injustificadas, aplicar los elementos axiológicos de igualdad, en vista que de acuerdo con lo explicado en la sentencia CSJ STC2287-2018 rememorada en la CSJ SL3429 de 2021 y, más recientemente, en la CSJ STC1150-2022, tiene los siguientes deberes:
(i) desplegar toda actividad investigativa en aras de garantizar los derechos en disputa y la dignidad de las mujeres; (ii) analizar los hechos, las pruebas y las normas con base en interpretaciones sistemáticas de la realidad, de manera que en ese ejercicio hermenéutico se reconozca que las mujeres han sido un grupo tradicionalmente discriminado y como tal, se justifica un trato diferencial; (iii) no tomar decisiones con base en estereotipos de género; (iv) evitar la revictimización de la mujer a la hora de cumplir con sus funciones; reconocer las diferencias entre hombres y mujeres; (v) flexibilizar la carga probatoria en casos de violencia o discriminación, privilegiando los indicios sobre las pruebas directas, cuando estas últimas resulten insuficientes; (vi) considerar el rol transformador o perpetuador de las decisiones judiciales; (vii) efectuar un análisis rígido sobre las actuaciones de quien presuntamente comete la violencia; (viii) evaluar las posibilidades y recursos reales de acceso a trámites judiciales; (ix) analizar las relaciones de poder que afectan la dignidad y autonomía de las mujeres”
6.2.
Caso concreto
No es objeto de controversia en esta sede, ya que no hubo ningún reproche en ese aspecto por parte del fondo privado de pensiones PROTECCIÓN S.A., respecto a lo siguiente: i) que el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, fallecido el 6 de julio de 2020 como se ve en su registro civil de defunción -pág.2 archivo 4 carpeta primera instancia- y ; ii) que dejó causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes al tener cotizadas 51.71 semanas al sistema general de pensiones dentro de los tres años anteriores a su deceso.

Tampoco se encuentra en discusión en esta instancia que la interviniente ad excludendum DIANA MILENA MARÍN OSPINA es beneficiaria de la pensión de sobrevivientes generada con el deceso del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, en el entendido que esa decisión tampoco fue controvertida por los interesados -AFP PROTECCIÓN S.A. y SONIA PINEDA GÓMEZ-, puesto que dentro del término de ejecutoria de la sentencia de primera instancia guardaron silencio, lo que generó la firmeza de esa determinación.

Lo que corresponde entonces verificar, en atención al grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor de la parte actora, es si la señora SONIA PINEDA GÓMEZ acredita los requisitos legales y jurisprudenciales para acceder a la pensión de sobrevivientes que reclama.

En ese aspecto, es del caso recordar que, al iniciar la presente acción, la señora SONIA PINEDA GÓMEZ, alegando la calidad de cónyuge supérstite del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO y con quien dice haber procreado cuatro hijos que responden a los nombres de David, Jennifer, Claudia Lorena y Mauricio Cárdenas Pineda, solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, sin hacer ninguna otra mención frente a la forma en la que se ejecutó ese vínculo matrimonial; sin embargo, una vez instaurada la demanda de intervención excluyente por parte de la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA, quien sostuvo, entre otros aspectos, que el vínculo matrimonial entre los contrayentes había cesado el 25 de febrero de 2019 por sentencia judicial; la accionante inicial, dando respuesta a la intervención ad excludendum, aceptó ese hecho, pero asegurando que adelantaba el ordinario laboral de primera instancia para que se le reconociera la pensión de sobrevivientes en atención a los maltratos y violencia intrafamiliar que le propinó el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO.

Con el objeto de conocer las circunstancias que rodearon la relación que sostuvo con el señor Olver Cárdenas Castaño, se escuchó el interrogatorio de parte de la señora SONIA PINEDA GÓMEZ y, por petición suya, el testimonio de la señora DIANA PATRICIA LÓPEZ CORRALES.
La demandante SONIA PINEDA GÓMEZ manifestó que contrajo matrimonio católico con el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO el 8 de agosto de 1987, como efectivamente se reporta en el registro civil de matrimonios emitido por la Notaria Segunda del Círculo de Pereira -págs.7 y 8 archivo 4 carpeta primera instancia-, habiendo procreado cuatro hijos que responden a los nombres de David, Jennifer, Claudia Lorena y Mauricio Cárdenas Pineda. Afirmó que la convivencia entre ellos se extendió hasta el año 1995, dado los maltratos y violencia intrafamiliar que ejercía el señor CÁRDENAS CASTAÑO, aseverando que particularmente en ese año él la propinó fuertes golpes que le lesionaron su mandíbula, razones que la llevaron a separarse de él a partir de ese momento.

Expresó que, a pesar de esa separación, el causante la continuaba buscando y le decía que, si no estaba con él, no le entregaba el dinero de los alimentos para sus hijos, por lo que tuvo que demandarlo en varias oportunidades para que respondiera por los menores.
Aseguró la actora que el causante siempre dudó de la paternidad del último de sus hijos, pero que ella sabe que sí es hijo de él, por lo que no está de acuerdo con la decisión judicial que se tomó frente a la paternidad de su hijo David consistente en que el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO no es su progenitor. Finalmente manifestó que solo tuvo conocimiento del proceso de cesación de efectos civiles del matrimonio con el causante, luego de su deceso.

La señora DIANA PATRICIA LÓPEZ CORRALES manifestó que conoció a la señora SONIA PINEDA GÓMEZ en el año 1996, ya que una hermana de la actora era su vecina y que en esa época supo que la demandante se había casado años atrás con el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, pero para el momento en el que la conoció -año 1996-, la accionante solamente vivía con sus hijos y su progenitora. Sostuvo que, en el año 2002, la demandante empezó a ser su vecina en la casa en la que antes vivía su hermana, dándose cuenta de que el señor OLVER iba de vez en cuando a la casa, pero según le decía la actora, era para llevarle la plata de los alimentos de sus hijos, pese a lo cual, le comentó que tuvo que demandarlo en varias oportunidades ya que no cumplía con sus obligaciones económicas frente a sus hijos.
Refirió la testiga que en aproximadas 5 oportunidades vio al causante, siendo la última vez alrededor del año 2005 cuando lo vio allí con sus hijos tomándose unas fotos. Finalmente, a respuesta realizada por el apoderado judicial de la AFP, contestó que no sabe nada sobre un divorcio entre la pareja, porque la demandante nunca le habló de eso, ni tampoco sabe si en algún momento la pareja se reconcilió.
De otro lado, al plenario fueron allegadas las siguientes pruebas documentales: 

· Constancia emitida el 1° de febrero de 1995 por la Inspección Cuarta de Dosquebradas -pág.19 archivo 28 carpeta primera instancia- en el que se manifiesta que “la señora SONIA PINEDA GÓMEZ formuló denuncia penal por lesiones personales de consideración ante éste despacho en contra de su esposo OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, correspondiéndole al quinto turno del Permanente del Martillo, avocar y resolver la situación jurídica del encartado. Se deja constancia también que la citada señora varias veces se hizo presente para denunciar los continuos maltratos y varias veces los mismos agentes de la policía eran testigos de las lesiones recibidas. y (sic) los agentes no podían hacer nada porque él se encontraba encerrado en su pieza. La denuncia la formuló en enero 16 de 1995.”. (Negrillas y subrayas por fuera de texto)
· Remisión hecha el 16 de enero de 1995 por la Inspección Sexta de Policía de Dosquebradas, en la que le solicitan al médico legista que le sea practicado examen médico legal a la señora SONIA PINEDA GÓMEZ con el objeto de determinar las lesiones sufridas y sus posibles secuelas -pág.20 archivo 28 carpeta primera instancia-.

· En comunicación de 13 de julio de 1995 -pág.21 archivo 28 carpeta primera instancia- el Fiscal Local Seis de Dosquebradas le solicita al Juzgado Penal Municipal de Dosquebradas que se oficie al Hospital Universitario de Manizales en su sección de psiquiatría, para que remita la valoración efectuada a la señora SONIA PINEDA GÓMEZ, así como al Hospital San Marcos de Chinchiná donde fue atendida por primera vez, como pruebas en contra del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO; pidiendo también la incorporación de las actuaciones surtidas en contra del señor CÁRDENAS CASTAÑO en la Fiscalía Local Nueve de Dosquebradas, en donde se le investiga por el delito de lesiones al interés jurídico de la moral y la familia. 

Por otra parte, en atención a las facultades oficiosas que en materia de pruebas se le conceden al juez, la sentenciadora de primer grado ordenó que se oficiara al Juzgado de Familia de Dosquebradas con el objeto de que se remitieran las sentencias de los procesos de impugnación de paternidad de DAVID CÁRDENAS PINEDA y de la cesación de efectos civiles adelantado por el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO en contra de la señora SONIA PINEDA GÓMEZ.

Atendiendo lo dispuesto por la a quo, el Juzgado de Familia de Dosquebradas remitió tales actuaciones -archivo 24 carpeta primera instancia-, en los que se evidencian los siguientes aspectos:

· Por medio de sentencia de 18 de noviembre de 2014, el referido despacho judicial, determinó que David Cárdenas Pineda no es hijo del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, dado que con la prueba científica de ADN “se encontraron 13 no concordancias en los sistemas genéticos analizados” lo que llevó al sentenciador a concluir que se había desvirtuado la presunción de paternidad por el hecho del matrimonio entre los contrayentes.

· Con base en la sentencia judicial en la que prosperó la referida impugnación de paternidad y en consecuencia alegando la configuración del numeral 1° del artículo 154 del Código Civil, el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO inició proceso contencioso de cesación de efectos civiles del matrimonio católico que contrajo con la señora SONIA PINEDA GÓMEZ, la cual obtuvo sentencia a su favor el 25 de febrero de 2019 cuando el Juzgado de Familia de Dosquebradas accedió a las pretensiones del actor, decretando la cesación de los efectos civiles del matrimonio contraído entre ellos el 8 de agosto de 1987, declarándose disuelta la sociedad conyugal que se había conformado entre ellos.

Al valorar en conjunto las pruebas relacionadas anteriormente, no cabe duda que el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO y la señora SONIA PINEDA GÓMEZ contrajeron matrimonio por el rito católico el 8 de agosto de 1987. Sin embargo, las certificaciones emitidas por las Inspecciones de Policía de Dosquebradas a principios del año 1995 dan cuenta que la señora PINEDA GÓMEZ formuló denuncia en varias ocasiones por lesiones personales en contra del señor CÁRDENAS CASTAÑO, que los propios agentes de policía eran testigos de los maltratos recibidos por la denunciante y que las lesiones eran de tal gravedad que hacían necesaria la valoración del médico legista, como en su momento lo pidió la inspección sexta de esa localidad.
Asimismo, quedó demostrado que los comportamientos violentos del señor CÁRDENAS CASTAÑO en contra de su cónyuge eran repetitivos, toda vez que el Fiscal Local 6 de Dosquebradas pidió la incorporación al plenario, no solo de las valoraciones por psiquiatría que se le hicieren a la demandante en el Hospital Universitario de Manizales y en el Hospital San Marcos de Chinchiná; sino también las actuaciones surtidas ante la Fiscalía Local 9 de Dosquebradas en donde se le investiga por el delito de lesiones al interés jurídico de la moral y la familia.
Así las cosas, conforme con lo dicho, es dable otorgarle alcance probatorio a la afirmación hecha por la señora SONIA PINEDA GÓMEZ consistente en que ella en el año 1995 sufrió maltratos y violencia intrafamiliar por parte del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, e incluso en fechas anteriores, razón por la que en esa anualidad decidió separarse de hecho de su cónyuge, aseveraciones que también concuerdan con lo expuesto por la testiga DIANA PATRICIA LÓPEZ CORRALES, quien en un relato espontáneo, claro y coherente, sostuvo que ella había conocido en el año 1996 a la demandante, debido a que una hermana de aquella era su vecina, razón por la que supo que la demandante se había casado con el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, pero que, desde el momento en que la conoció, ella vivía sola con su progenitora e hijos.
En el anterior orden de ideas, conforme con lo definido por la Sala de Casación Laboral, no queda duda que la decisión adoptada por la señora SONIA PINEDA GÓMEZ consistente en separarse de cuerpos del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO, debido a los maltratos y violencia intrafamiliar a la que fue sometida por parte de su cónyuge, estaban dirigidas a salvaguardar su vida, integridad física y psicológica, situación que, aun cuando el vínculo matrimonial entre la pareja se extinguiera el 25 de febrero de 2019 al acceder el Juzgado de Familia de Dosquebradas a las pretensiones del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO relativas a la cesación de efectos civiles del matrimonio católico, no conlleva a la pérdida del derecho que aquí reclama, por las siguientes razones:

La cesación de efectos civiles del matrimonio católico se fundamentó en la causal 1ª del artículo 154 del Código Civil -relación sexual extramatrimonial-, al haberse declarado en proceso anterior que David Cárdenas Pineda no era hijo del causante, lo que, en principio, podría indicar que la ruptura definitiva del vínculo matrimonial que se produjo el 25 de febrero de 2019 fue por causa imputable a la demandante -. Sin embargo, como el nacimiento del hijo -22 de abril de 1998
- fue posterior a la separación de hecho -1995- que tuvo como génesis los maltratos y violencia intrafamiliar ejercida por el causante en contra de la accionante, exigirle fidelidad a la actora, después de que decidió, en salvaguarda de su vida e integridad, cortar con la relación, equivaldría a revictimizarla, obligándola a permanecer atada jurídica, moral y sentimentalmente a su victimario. 

Por otra parte, en este caso, para la Sala Mayoritaria el acontecimiento verdaderamente relevante es la separación de hecho en 1995 y la causa de esta, más no el motivo que adujo el señor CÁRDENAS CASTAÑO para obtener la ruptura del vínculo matrimonial ante el Juzgado de Familia de Dosquebradas, puesto que, si se tiene en cuenta que conforme se encontró probado en primera instancia por la declaración extra juicio rendida por el propio causante, este convivía con la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA desde el año 2003; tanto él como la demandante incurrieron en la causal invocada por el señor CÁRDENAS CASTAÑO y, por ello, tampoco puede imputársele a la accionante la ruptura del vínculo, pues, si se quieren buscar culpables de relaciones extramatrimoniales, ambos consortes lo fueron, pero solo una fue víctima de violencia.

La jurisprudencia del Tribunal de cierre de la especialidad laboral no puede limitarse únicamente a los casos en que la mujer maltratada emprende las acciones legales para obtener el divorcio o la cesación de efectos civiles del matrimonio religioso, toda vez que, aunque este debería ser el ideal de una víctima de violencia intrafamiliar; restringir la jurisprudencia en ese sentido, equivale a desconocer la realidad social de las mujeres dentro de una cultura machista, en la que por desconocimiento de sus derechos no acuden a los mecanismos legales o, peor, cuando por miedo a las represalias económicas frente a sus hijos, prefieren mantener el vínculo matrimonial vigente, último caso que es razonable colegir que aconteció para la demandante, pues recuerde que la actora narró que el causante llegó a exigirle encuentros sexuales para cumplir con la cuota alimentaria, lo que pudo llegar a generar en la actora una creencia razonable de que si perseguía la disolución del matrimonio, el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO se desligaría por completo de sus obligaciones paternas. 
Así pues, se insiste que, como lo ha decantado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia e, incluso fue referenciado por la a-quo, pero sin darle aplicación alguna, en casos de violencia el requisito de convivencia debe flexibilizarse y analizarse en su contexto particular, pues no es posible exigirle a la cónyuge agredida la permanencia en una relación que le pueda significar poner en riesgo su vida e integridad, toda vez que, de hacerlo, la administración de justicia revictimizaría a la mujer y demostraría una clara falta de sensibilidad frente a  los patrones socioculturales discriminatorios. 

De esta manera, es evidente el error de la jueza de primera instancia que no juzgó con enfoque de género y, por ello, valoró la prueba con un rigor que no correspondía a las circunstancias de la actora, en la medida que pasó por alto que más allá de la ruptura formal del vínculo matrimonial, en este caso el hecho relevante era la separación en 1995, como consecuencia de los malos tratos y violencia que le propinaba el causante a la demandante.
En ese orden, para la Sala Mayoritaria la señora SONIA PINEDA GÓMEZ acreditó la calidad de beneficiaria para acceder a la gracia pensional, como quiera que entre el 08 de agosto de 1987 -fecha del matrimonio- y el 16 de enero de 1995 -fecha de la denuncia por lesiones personales- transcurrieron más de los cinco (05) años de convivencia exigidos en la Ley 797 de 1993.
En vista de lo anterior, quedan sin peso las razones de orden legal y fáctico bajo las cuales la jueza de primera instancia negó el derecho a la demandante y, por ello, se revocará el numeral primero de la sentencia de primera instancia y, en su lugar se declarará que la señora SONIA PINEDA GÓMEZ, tiene derecho al reconocimiento a la pensión de sobrevivientes causada por el deceso del señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO a partir del 07 de julio de 2020.

Ahora, para establecer el monto de la prestación, debe precisarse con exactitud los hitos de dicha convivencia de ambas reclamantes con el causante, con miras a establecer el porcentaje de la cuota parte que le corresponde como beneficiarias de la prestación reclamada. 

Así, se tiene que, conforme a lo considerado en precedencia, la señora SONIA PINEDA GÓMEZ convivió con el causante entre el 08 de agosto de 1987 - y el 16 de enero de 1995 equivalente a 2718 días, mientras que, atendiendo las consideraciones de la jueza de primera instancia, la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA convivió con el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO desde el 25 de agosto de 2003 -por la declaración extrajuicio rendida por la pareja el 25 de agosto de 2008 en la que indicaron que convivían desde hacía 05 años
- y hasta el fallecimiento, es decir que la convivencia se extendió por 6160 días.
En ese orden, en proporción al tiempo convivido a la señora SONIA PINEDA GÓMEZ le corresponde el 30.62% de la prestación y a la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA el 69.38% restante, sobre la base de un salario mínimo y 13 mesadas anuales.
Previo a liquidar el retroactivo correspondiente, en cuanto a la excepción de prescripción propuesta por PROTECCIÓN S.A., es del caso advertir que ninguna mesada pensional se vio afectada por el fenómeno prescriptivo, como quiera que, entre la fecha del fallecimiento y la demanda, no trascurrió el término trienal.
Así, efectuadas las operaciones aritméticas correspondientes, por el retroactivo generado entre el 07 de julio de 2020 y el 28 de febrero de 2025, PROTECCIÓN S.A. deberá reconocer y pagar a las señoras SONIA PINEDA GÓMEZ y DIANA MILENA MARÍN OSPINA las sumas de $20.096.590 y $45.535.643, respectivamente, sobre las que proceden los descuentos para el sistema de seguridad social en salud, tal como se observa en las siguientes tablas descriptivas:
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20206-jul-2031-dic-206,83$ 268.783$ 1.835.790

20211-ene-2131-dic-2113$ 278.191$ 3.616.479

20221-ene-2231-dic-2213$ 306.200$ 3.980.600

20231-ene-2331-dic-2313$ 355.192$ 4.617.496

20241-ene-2431-dic-2413$ 398.060$ 5.174.780

20251-ene-2528-feb-252$ 435.723$ 871.445

$ 20.096.590

SONIA PINEDA GÓMEZ

TOTAL


[image: image2.emf]AñoDesdeHastaCausadasMesada 69,38% Retroactivo 

20206-jul-2031-dic-206,83$ 609.020$ 4.159.605

20211-ene-2131-dic-2113$ 630.335$ 8.194.359

20221-ene-2231-dic-2213$ 693.800$ 9.019.400

20231-ene-2331-dic-2313$ 804.808$ 10.462.504

20241-ene-2431-dic-2413$ 901.940$ 11.725.220

20251-ene-2528-feb-252$ 987.277$ 1.974.555

$ 45.535.643

DIANA MILENA MARÍN OSPINA 

TOTAL


Finalmente, en cuanto a la pretensión de intereses moratorios, debe decirse que, por regla general, estos se generan desde el momento en que, vencido el término de gracia que tienen las administradoras de pensiones para resolver la solicitud de pensión y proceder a su pago, no lo hacen. Sin embargo, en este caso, no puede desconocer la Sala que al reclamar la prestación tanto la señora SONIA PINEDA GÓMEZ como la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA, se presentó un conflicto entre beneficiarias que obligaba a la administradora a suspender el reconocimiento y someter a la justicia laboral la determinación de a quien le correspondía percibir la prestación., por lo que en realidad PROTECCIÓN S.A. no incurrió en mora.
En ese orden, se negarán los intereses moratorios y, en su lugar, ante la pérdida del poder adquisitivo de la moneda como hecho notorio que no debe ser soportado por la beneficiaria, se condenará a PROTECCIÓN S.A. a efectuar el pago de cada mesada debidamente indexada entre su causación y el pago efectivo en favor de ambas reclamantes. 

En cuanto a la condena en costas, se revocará el numeral séptimo de la sentencia de primera instancia, en tanto las imponía en contra de la demandante y en favor de la AFP y, en su lugar, ante el conflicto entre beneficiarias que imposibilitaba el reconocimiento en sede administrativa, se abstendrá la Sala de imponer costas en contra de PROTECCIÓN S.A. En esta sede no se causaron por conocerse el proceso en virtud del grado jurisdiccional de consulta.
En mérito de lo expuesto, Sala Cuarta De Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,   
   
RESUELVE   

PRIMERO. REVOCAR los numerales primero y séptimo de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 26 de abril de 2024dentro del proceso Ordinario Laboral instaurado por SONIA PINEDA GÓMEZ en contra de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., en el que también se encuentra vinculada la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA en calidad de tercera ad excludendum y, en su lugar:
DECLARAR que la señora SONIA PINEDA GÓMEZ tiene derecho a la pensión de sobrevivientes causada por el señor OLVER CÁRDENAS CASTAÑO a partir del 07 de julio de 2020, en cuantía del 30.62% del salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, sin perjuicio del derecho de acrecimiento.
SEGUNDO. MODIFICAR los numerales segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y octavo de la sentencia consultada, los cuales quedarán así: 
SEGUNDO: DECLARAR que la señora DIANA MILENA MARÍN OSPINA, en condición de compañera de compañera permanente del señor OLBER CÁRDENAS CASTAÑO, tiene derecho a la pensión de sobreviviente causada por aquel, en cuantía del 69.38% del salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, sin perjuicio del derecho de acrecimiento.
TERCERO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIONES S.A reconocer la pensión de sobreviviente en favor de las señoras SONIA PINEDA GÓMEZ  y DIANA MILENA MARÍN OSPINA bajo los parámetros de la ley 797 del año 2003, desde el 7 de julio del 2002, en cuantía del 30.62% y 69.38%, respectivamente, del salario mínimo mensual legal vigente en forma vitalicia y con derecho a 13 mesadas pensionales al año, pensión que deberá incrementarse a partir del año 2021 conforme lo dispone el gobierno nacional.

CUARTO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A a pagar en favor de las señoras SONIA PINEDA GÓMEZ y DIANA MILENA MARÍN OSPINA las sumas de $20.096.590 y $45.535.643, respectivamente, por concepto de retroactivo pensional causado entre el 07 de julio de 2020 y el 28 de febrero de 2025, las cuales deberán ser canceladas debidamente indexadas a la fecha efectiva de pago. Sin perjuicio de las mesadas que se causen a partir del 01 de marzo de 2025.
QUINTO: AUTORIZAR a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. a descontar del retroactivo pensional a reconocer a favor de las señoras SONIA PINEDA GÓMEZ y DIANA MILENA MARÍN OSPINA, el porcentaje que por concepto Aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud corresponde, en la forma indicada en la parte motiva.

SEXTO: Conceder a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCION S.A. el término de un mes para el reconocimiento de la prestación y la inclusión en nómina a las nuevas pensionadas y el pago del correspondiente retroactivo pensional, contado a partir de la fecha que estas radiquen en sus instalaciones la respectiva cuenta de cobro o los documentos pertinentes, previa ejecutaría esta decisión.

OCTAVO:  ABSOLVER a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCION S.A. del Pago de las costas procesales a favor de las señoras SONIA PINEDA GÓMEZ y DIANA MILENA MARÍN OSPINA, por las razones expresas en la parte motiva.
SEGUNDO. Sin costas en esta sede. 

   
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada,
Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados,
Con firma electrónica al final del documento
GERMAN DARIO GOEZ VINASCO
Con firma electrónica al final del documento

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Salvo voto 
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